1. SE PRESENTA. ACREDITA REPRESENTACIÓN COLECTIVA. SOLICITA OTORGAMIENTO URGENTE DE AUDIENCIA. PETICIONA INMEDIATA REGULARIZACIÓN DE PAGOS Y CANCELACIÓN DE LA DEUDA IMPAGA.  DENUNCIA INSOSTENIBLE SITUACIÓN FINANCIERA, ECONÓMICA Y SOCIAL. PONE DE MANIFIESTO POSIBLE TRATO DISCRIMINATORIO.

2. 



Buenos Aires, 12 de septiembre de 2003.

Señor 

Interventor 

Doctor ….GONZÁLEZ GAVIOLA

….

3. De mi mayor consideración:

4. Que tal como se acredita con la copia del Acta Constitutiva y Estatuto correspondiente, soy (…) de la CÁMARA DE ENTIDADES PRESTADORAS DE SALUD,  y cuyo reconocimiento como persona jurídica también se acredita con la copia de la documentación que se agrega, con domicilio en (…) de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

5. Que a los fines de esta presentación mi instituyente constituye en el señalado precedentemente el domicilio procesal, y 

II. Que en el citado carácter invocado y acreditado vengo ante el Señor Interventor y respetuosamente digo:

1. Que conforme surge de los Artículos 2°), incisos c) y d); 3°); 15°), incisos k) y l); 17°), inciso a) y ccs. del Estatuto que la rige, mi instituyente posee legitimación colectiva suficiente para peticionar ante esa autoridad, ejerciendo, de ese modo, la representación para la cual han sido establecidos los fines que hacen al objeto de su constitución.

b. Que en el ejercicio de esa representación colectiva y siguiendo en ello instrucciones expresas de mi instituyente, se ha tornado imprescindible formalizar esta presentación cuyo objeto es reclamar a esa entidad pública no estatal, la inmediata cancelación de la deuda que el Instituto mantiene con las entidades nucleadas en mi instituyente, en atención –además- a la insostenible situación económica, financiera, social e institucional a la que dicha falta de pago somete al conjunto de empresas nacionales que integran mi instituyente.

1. Que muy a pesar de los expresos reconocimientos de deudas que ese Instituto ha llevado a cabo mediante sendas Actas de Acuerdo suscriptas en los primeros días del mes de mayo del año 2002, dichos créditos no han sido a la fecha cancelados, circunstancia que se ve agravada por la injustificada situación  de una nueva acumulación de deuda por prestaciones médicas regularmente cumplidas a favor de los beneficiarios asociados a esa Institución, originada –entre otras- en deducciones improcedentes y unilaterales de los pagos, demora en los pagos, irrepresentatividad de la retribución que actualmente perciben las entidades afiliadas, etcétera.

2. Ingentes esfuerzos vienen llevando a cabo las entidades representadas por mi instituyente, todas –se insiste en ello- empresas nacionales que proporcionan trabajo a miles de trabajadores, para seguir brindando con regularidad los servicios pactados a través de los contratos vigentes, sin que a la fecha hayan obtenido una respuesta a las múltiples peticiones realizadas con el propósito de que dicha situación se regularice con la mayor brevedad, ni tampoco para el restablecimiento de una retribución equitativa y justa que sea fiel reflejo de las prestaciones que se brindan y de la grave crisis económica que afectó a nuestro país.

c. Esa situación de mora, como se anticipara, de no verse inmediatamente remediada tornará insostenible la normal prestación de los servicios contratados, pues como seguramente no escapará al elevado conocimiento de esa autoridad, en el marco de la bilateralidad propia de un contrato (que como todo acuerdo de voluntades es ley para las partes) nadie viene obligado a cumplir sus obligaciones, cuando la otra parte no cumple las obligaciones que le son recíprocas.
1. La descripción que seguidamente realizamos, que –más allá de las particularidades de cada caso- refleja la situación por la que atraviesa la gran mayoría de las entidades afiliadas a nuestra Cámara y es muestra cabal de la gravedad de los incumplimientos que enmarcan la situación señalada:

2. En el año 2000 y en el marco de los Concursos Públicos Abiertos realizados (vgr. 02/00; 03/00) las entidades representadas suscribieron sendos Contratos por los cuales procedieron a brindar las prestaciones médicas que requerían dichos Concursos.

3. Con posterioridad, con fecha 12 de marzo de 2002 el Poder Ejecutivo Nacional dictó el Decreto de Necesidad y Urgencia n° 486/02 por el que declaró la emergencia sanitaria nacional. 

4. Con fundamento en dicho decreto de necesidad y urgencia se realizaron adecuaciones a la Contrata oportunamente firmada, que se plasmaron en las que se dieron en llamar  “ACTA MODIFICATORIA” suscriptas en los primeros días del mes de mayo de 2002, que tendría una vigencia del 1° de mayo de 2002 hasta el 31 de julio de 2002.

5.1. En dichas “ACTAS”, y en lo que es objeto de este reclamo, ese Instituto reconoció adeudar a las entidades representadas importantes sumas de dinero correspondientes a facturas impagas por prestaciones médicas realizadas –en su casi totalidad- entre los meses de septiembre de 2001 y abril de 2002. Las respectivas facturas donde –en cada caso- se consignan los montos que hacen el total reconocido como deuda en cada caso, fueron expresamente individualizadas.

5. Para la cancelación de los montos adeudados, se acordó el siguiente sistema:

5.2. La formación de una Comisión integrada por 3 miembros de ese Instituto y 3 miembros de cada entidad integrante de mi representada, que determinaría el monto de la deuda del Instituto por el período indicado.

5.3. El Instituto proporcionaría a las entidades representadas toda la documentación relativa a dicha determinación, para ello se tomaría un plazo de 20 días.

5.4. Las entidades aquí representadas dentro de los 10 días subsiguientes deberían expedirse acerca de la documentación que se le aportara.

5.5. Con ambas informaciones, la Comisión integrada por representantes de ese Instituto y de las entidades mis representadas, emitiría un dictamen en 10 días que determinaría el monto definitivo adeudado. 

5.6. Se estableció un período de 45 días a los efectos de que las partes establecieran un acuerdo o de que se cumpliera el procedimiento previamente establecido.

d. En muchos de los casos y sobre la base del principio del “sacrificio compartido” en caso de falta de acuerdo o de incumplimiento del procedimiento en el término de 45 días, se establecieron “quitas” a la deuda expresamente reconocida. 

5.7. En caso de que tampoco mediara acuerdo acerca de la forma de cancelación de la deuda, los pagos que se realizaran a partir del mes de agosto del año 2002 se imputarían a cuenta del período octubre 2001 a abril de 2002.

5.8. En este último supuesto la vigencia del contrato se extendería hasta la cancelación de dichas sumas.

5.9. Posteriormente, se sanciona la Ley n° 25.725 por cuyo artículo 91, se desnaturaliza la esencia misma del acuerdo de voluntades regularmente perfeccionado con ese Instituto y se pretende modificar el deudor de la prestación y la moneda de pago, a través de la asunción de una deuda por parte del Estado nacional con quien mis representadas nunca establecieron una relación jurídica. Pero ni aún así, la deuda ha sido cancelada.

e. Pues bien, a pesar de los esfuerzos realizados por mis representadas, a la fecha de presentación de este reclamo ese Instituto no ha cancelado los montos adeudados  correspondientes a prestaciones médicas que abarcan al período septiembre del año 2001 y abril de 2002, debidamente facturado y aún más se ha seguido “acumulando” deuda por prestaciones cumplidas, merced –además- a deducciones realizadas unilateralmente y sin justificación, ausencia de adecuación de la retribución pactada, etcétera; toda deuda vencida con posterioridad a aquella fecha y aún más, con posterioridad a la pretendida fecha de corte determinada por la citada ley 25.725.

f. Fácil es advertir que la descripta situación no puede justificarse ni siquiera sobre la base de una declaración de emergencia llevada a cabo sin la imprescindible intervención legislativa, pues la misma no suscita en ningún caso –como ha tenido oportunidad de señalarlo la Corte Suprema de Justicia de la Nación- una supresión (lisa y llana) de las garantías constitucionales de las entidades representadas por mi instituyente (de peticionar; de igualdad; de defensa; de propiedad y de reserva legal), y desde ya que del modo en que está siendo llevada a cabo comporta un sacrificio de esas garantías constitucionales no sólo desigual, por discriminatorio, sino absolutamente injustificado. 

g. La situación descripta se presenta manifiestamente injusta, ya que a poco que se repare en la circunstancia de que –conforme se viene anticipando- ese Instituto se estaría aprestando a realizar nuevos procedimientos de selección tendientes a celebrar nuevos contratos de prestación –lo cual desde ya es en sí mismo encomiable-, e indudablemente la situación económica y financiera en la que se encuentran las entidades afiliadas a mi instituyente se encuentran en grave riesgo de continuidad,  y entonces se les presenta la injusta situación de que en razón del incumplimiento de ese Instituto, muchas de ellas podrían no estar en condiciones de participar de esos procedimientos de selección, afectándose con ello –de nuevo- derechos reconocidos por expresas garantías constitucionales, tal como son los de trabajar y ejercer industria lícita (art. 14 Const. Nac.), igualdad de trato o de trato no discriminatorio (art. 16 Const. Nac.), de propiedad (art. 17 Const. Nac.) debido proceso adjetivo y sustantivo (art. 18 Const. Nac.) derechos reconocidos también por el derecho supranacional (art. 75, inciso 22 Const. Nac.).
III. Por las razones hasta aquí expuestas, del señor Interventor solicito:

a. Me tenga por presentado, en el carácter invocado, por denunciado el domicilio y por constituido el domicilio procesal;

b. Se tenga a bien arbitrar los procedimientos y medios necesarios para que se proceda a la inmediata cancelación de la deuda que ese Instituto mantiene con las entidades representadas por esta Cámara; 

c. Se nos conceda en forma urgente una audiencia a fin de imponer al Señor Interventor de los acuciantes problemas que se ciernen sobre el sector que represento y posibilite –en un marco de estricta colaboración y de inmediatez con esa autoridad- proponer las medidas que –a juicio de esta Cámara- fomenten una mayor eficiencia en el empleo de los recursos del Instituto.

d. Se tenga presente lo demás expuesto a lo largo del presente escrito y en particular la insostenible situación que se avizora con relación a la normal prestación de los servicios de asistencia que brindamos y el trato discriminatorio.
Sin otro particular, aprovecho la oportunidad para saludarlo con mi mayor consideración. 
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